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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación que presentó la actora, señora LUZ ELENA MARÍN ARCILA contra la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira el día trece (13) de mayo de dos mil cinco (2005), a propósito de la acción instaurada contra la Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira. 

2.- DEMANDA 

Refirió la señora MARIN ARCILA que de conformidad con lo establecido en el artículo 86 constitucional, considera que se le han vulnerado sus derechos por no recibir oportunamente los dineros que se le adeudan por parte del Hospital Universitario San Jorge por concepto de retroactividad, subsidio habitacional y subsidio de alimentación en todo el año 2003 y hasta el dieciséis (16) de abril del año dos mi cuatro (2004), fecha en la cual fue desvinculada de ese centro hospitalario.

Señaló también que es madre soltera cabeza de familia, que debe velar por la manutención de su hijo de seis (6) años de edad y de su madre, sin que tenga otro tipo de colaboración económica. Que ha tenido conocimiento que a otras personas en sus mismas condiciones se les ha pagado lo adeudado y no entiende la razón para que no se le haya cancelado a pesar de las varias solicitudes que en ese sentido ha hecho.

Relata que se acude a la tutela un año después de su desvinculación porque inicialmente pudo campear su situación económica con algunos ahorros que tenía y al hecho de decírsele en el Hospital que en determinada fecha le cancelarían, lo cual se fue reiterando mes a mes; además, su conocimiento de la problemática financiera de la entidad por lo que decidió esperar un tiempo, pero ya no puede hacerlo más precisamente por la crisis económica que afronta por la prolongada e insostenible espera que la ha hecho incurrir en sinnúmero de deudas, lo cual estima que afecta su mínimo vital.

La acción está dirigida en contra de la  Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge, Gobernación del Departamento de Risaralda y la Secretaría de Salud Departamental. 

3.- Contestación

En términos generales, la apoderada de la entidad accionada manifestó que el no pago de los dineros relacionados por la accionante se debe a la grave crisis de liquidez que presenta la Red Hospitalaria del país. Los dineros que se giran por parte del gobierno central no son suficientes para cubrir la atención de las personas más pobres, por tanto la disponibilidad de recursos es mínima y la prestación del servicio les exige “misionalmente” priorizar entre la vida y el salario de sus trabajadores ya que la atención de sus usuarios excede ampliamente los recursos con que se cuenta para atender tales obligaciones.

Como ha sido frecuente en casos similares, acude la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge a señalar que se han suscrito convenios con la Gobernación de Risaralda y el Ministerio de la Protección Social con el objeto de apropiar los recursos necesarios para pagar lo adeudado hasta el treinta y uno (31) de diciembre de dos mil cuatro (2004), y que sólo en la medida en que tales organismos giren los dineros, será posible entrar a cubrir las obligaciones contraídas, por tanto, solicita sean vinculados a la acción de tutela.

Sobre el caso de la señora MARIN ARCILA, solicita que se deniegue el amparo, porque no ha vulnerado sus derechos y asimismo, que se tenga en cuenta que la acción es un mecanismo de carácter restrictivo y transitorio cuando no exista otro medio de defensa judicial.

Por su parte, el representante de los intereses del Departamento de Risaralda y la Secretaría de Salud Departamental, adujo que las obligaciones que reclamaba la accionante estaban en cabeza de la institución hospitalaria por cuanto es directamente tal entidad quien determina su propio presupuesto en función de su especialidad en la ley orgánica de presupuesto. De igual manera, señaló las importantes sumas de dinero que le fueran entregados al Hospital San Jorge, con lo cual acreditaba que contaba con los recursos que financiaban sus gastos de funcionamiento incluidos los de personal.

Sobre la petición de la accionante, proclamó que era improcedente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, al existir otros recursos o medios de defensa judiciales. 

4.- FALLO

La señora Juez de instancia partió de la premisa de ser la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge, la entidad que debía cancelar directamente los salarios a quienes le prestaron sus servicios, así se desprendía de su naturaleza jurídica que le permitía tener autonomía financiera y administrativa y a la cancelación oportuna de los dineros pertinentes por parte de la Gobernación del Departamento y la Secretaría de Salud.

No obstante lo anterior, consideró que el pago de acreencias laborales podía ventilarse ante las jurisdicciones: ordinaria laboral o la contenciosa administrativa, según el caso; en consecuencia, no era la tutela herramienta para obtener la cancelación de las sumas adeudadas.

Destacó que la pretensión de la acción se refería a obtener el reconocimiento de la indemnización y el retroactivo a los que según la actora tenía derecho y de conformidad con la jurisprudencia constitucional tal aspecto escapaba al ámbito propio del mecanismo constitucional. Tampoco podía concederse como mecanismo transitorio ya que no había afectación del mínimo vital y a que no se relacionaron en la demanda hechos específicos que permitieran deducir la posibilidad o existencia de un perjuicio irremediable. De esta manera, negó el amparo deprecado. 

5.- IMPUGNACIÓN

La actora censura a la Juez falladora al considerar que no se ha afectado el mínimo vital y se pregunta por la manera en que se llegó a tal conclusión cuando ni ella ni la entidad hicieron el más mínimo esfuerzo probatorio para demostrar tal situación, sin que se le llamara para ampliar la demanda o exponer detalladamente tal aspecto.

Aduce que no es abogada y que no tiene los conocimientos de derecho suficientes para consignar en su queja lo que debe o no probar. Tal afirmación surge por lo expresado en la sentencia sobre no relacionarse hechos específicos que permitieran deducir el perjuicio irremediable. Insiste en que si era necesario probar algo, por qué en lugar de actuar de manera pasiva, no fue citada para que de viva voz aclarara cualquier información que se necesitara.

Sobre los argumentos del hospital de no cancelar por carecer de recursos, menciona que es de conocimiento público que el Ministerio de Protección Social giró un dinero para el pago de las acreencias y que han sido varias las personas a quienes se les ha llamado para cancelarles; también, que de la Gobernación y Secretaría de Salud se han entregado fondos para gastos de funcionamiento que incluyen los gastos de personal. Tal hecho fue aceptado en el fallo y fue fundamento para la desvinculación de tales entes.

No acepta la solicitud de una espera razonable hecha por el Hospital, cuando ella lleva esperando más de un año sin que se le pague. Reitera lo relacionado con el mínimo vital y que posiblemente la señora Juez de primera instancia no alcanza a comprender el verdadero sentido material y físico de su afectación, en la manera en que la accionante lo vive, razón para acudir a la acción de tutela en procura de evitar tener que aguardar uno o dos años para que se solucione su caso. Solicita entonces, la revocatoria del fallo y que se le reconozca el pago de las acreencias laborales con sus intereses e indemnizaciones.

6.- SE CONSIDERA
Es competente la Sala, para conocer la impugnación presentada contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con lo señalado en los Decretos 2691 de 1991 y 1382 de 2000. 
Encuentra la colegiatura oportuno aclarar algunos aspectos relacionados con la carga de la prueba en materia de tutela. Para ello, valga recordar que la manera como está concebido el mecanismo de protección constitucional en nuestro medio, busca que cualquier persona pueda acudir a la judicatura en procura de hacer cesar la vulneración de algún derecho fundamental. En el trámite a seguir debe primar la informalidad antes que el rigorismo de otros procedimientos judiciales; en ese entendido, no es necesario que la demanda sea presentada por abogado, ni siquiera que se haga por escrito, cuando la reglamentación de la materia, permite que también se realice de manera oral.

En ese orden de ideas, resulta inadecuado que se le exija a la accionante la prueba de tal o cual calidad. Si hacían falta otros elementos no aportados, con incidencia en la decisión, de manera oficiosa se debió haber dispuesto fueran allegados a la foliatura.

Es importante que antes de proferirse el fallo pertinente, el funcionario judicial esté provisto de todos los elementos que le permitan una mejor aproximación al problema. La facultad oficiosa de la cual ha sido investido el Juez de Tutela, le permite remover todos los obstáculos que su proceso de discernimiento encuentre, en especial en el caso que nos ocupa, por cuanto al alegarse la vulneración al mínimo vital, la misma debe tomarse como una presunción que debe ser desvirtuada por la parte accionada o por el Juez, tal como se expuso en reciente sentencia T-468 de 2005 (06-05-2005) M. P. Dr. Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, aplicable al caso que aquí concita la atención de la sala.

“Precisamente la Corte Constitucional, en relación con el incumplimiento en el pago de salarios y la consecuente vulneración del derecho fundamental al mínimo vital, señaló las siguientes hipótesis fácticas mínimas que gobiernan su reconocimiento por el juez de tutela
[2]:

1)Que exista un incumplimiento en el pago del salario al trabajador que por su parte ha cumplido con sus obligaciones laborales;

2) Que dicho incumplimiento comprometa el mínimo vital de la persona. Esto se presume cuando:

a) El incumplimiento es prolongado o indefinido
[3]. La no satisfacción de este requisito lleva a que no se pueda presumir la afectación del mínimo vital, la cual deberá ser probada plenamente por el demandante para que proceda la acción de tutela.

b) El incumplimiento es superior a dos meses,
[4] salvo que la persona reciba como contraprestación a su trabajo un salario mínimo.
[5] 

3) La presunción de afectación del mínimo vital debe ser desvirtuada por el demandado o por el juez, mientras que al demandante le basta alegar y probar siquiera sumariamente
[6] que el incumplimiento salarial lo coloca en situación crítica,
[7] dada la carencia de otros ingresos o recursos diferentes al salario que le permitan asegurar su subsistencia.
[8]
4) Argumentos económicos, presupuestales o financieros no son razones que justifiquen el incumplimiento en el pago de los salarios adeudados al trabajador.
[9] Lo anterior no obsta para que dichos factores sean tenidos en cuenta al momento de impartir la orden por parte del juez de tutela tendiente a que se consigan los recursos necesarios para hacer efectivo el pago.”
Aclarado lo anterior, una vez analizado el asunto puesto a consideración del Juez en sede de tutela, llama la atención de esta Corporación -a pesar de las explicaciones ofrecidas por la accionante-, el considerable período que transcurrió desde la desvinculación de la señora MARÍN ARCILA (16-04-2004) y el momento en el que se interpone la acción (27-04-2005), casi un año después de tal acontecimiento. Infortunadamente, tal tardanza hace que el mecanismo constitucional no resulte procedente, porque la afectación de derechos fundamentales se presentó en el interregno de la cesación laboral en atención a la pérdida de capacidad para atender la subsistencia de la accionante y del grupo familiar que de ella depende, precisamente por la pérdida del empleo con la consiguiente disminución de los ingresos percibidos.

Se colige de lo aportado a la foliatura, que en efecto a la accionante le fueron cancelados los salarios y demás prestaciones legales ocasionados con la actividad laboral desempeñada en la entidad accionada. Ocurre lo contrario frente a los otros emolumentos como son la retroactividad en el salario, subsidio habitacional y subsidio de alimentación, razón de ser de su queja, pero que de manera alguna pueden ser considerados como factores que incidan en el mínimo vital. La verdad es que merced al tiempo transcurrido, hoy por hoy se han convertido en acreencias laborales que deben ser canceladas por la entidad hospitalaria, empero no resulta procedente emitir una orden tal a través de la acción de tutela.

Desde tiempo atrás, el máximo Tribunal en materia constitucional ha dejado sentado que una vez se han pagado los salarios correspondientes -cuya falta de pago afecta directamente el mínimo vital-, no es posible acudir a la vía de tutela en procura de la cancelación de otro tipo de deudas laborales, que como bien fue deducido por el juzgado fallador, pueden ser obtenidos por intermedio de las acciones respectivas en la jurisdicción pertinente -Contencioso Administrativa en este evento-.

Precisamente, se extracta decisión de la Corte Constitucional que plasma los criterios arriba mencionados, cuando en asunto de igual envergadura, expresó: 

Al respecto, la Sala reitera que la acción de tutela, como mecanismo expedito para la protección de los derechos fundamentales, debe ser interpuesta dentro de un término razonable, de suerte que se permita la protección inmediata de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados. En este sentido la Corte ha determinado que la acción de tutela se caracteriza por su “inmediatez”, es decir por su aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza
. 
De otro lado, en cuanto a las pretensión de los accionantes dirigida al pago de los demás factores salariales y prestaciones laborales adeudadas, la Sala reitera la jurisprudencia de esta corporación, relativa a que la mora en su pago no afecta el mínimo vital ya que no amenaza la subsistencia, razón por la cual no hay lugar a su protección por la vía del amparo.

En esas condiciones, la decisión impugnada se fundamentó en las directrices que se han trazado para este tipo de eventos y por tanto, debe ser confirmada. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la Ley,  

falla

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de impugnación, proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
�[2] Corte Constitucional,  Sentencia T-148 de 2002. M.P : Manuel José Cepeda Espinosa. 


�[3]Corte Constitucional, Sentencia T-725 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería: “Sobre la afectación del mínimo vital  o de subsistencia ha dicho la Corte, en reiterada jurisprudencia, que éste se presume afectado, cuando la suspensión en el pago  del salario se prolonga indefinidamente en el tiempo, de tal suerte que se coloca al trabajador y a su familia en una situación económica crítica que afecta sus derechos fundamentales y que hace necesaria la intervención rápida y eficaz del juez de tutela para restablecer su goce, correspondiéndole al demandado la demostración de que el peticionario de la tutela cuenta con otros ingresos o recursos, con los cuales pueda atender sus necesidades primarias vitales y las de su familia” (subrayas fuera de texto).


�[4] Corte Constitucional, Sentencia T-795 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa: “(L)a Corte ha establecido una presunción de afectación del mínimo vital cuando la suspensión en el pago del salario es prolongada o indefinida, salvo que se trate del incumplimiento de hasta dos salarios mínimos mensuales” (subrayas fuera de texto).  


�[5] Corte Constitucional, Sentencias T-241 de 2000, M.P. José Gregorio Hernández Galindo y T-1026 de 2000 M.P. Alejandro Martínez Caballero.


�[6] Corte Constitucional, Sentencia T-795 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa: “(L)a Corte ha precisado que si se afirma que el derecho al mínimo vital  está siendo vulnerado y ello se demuestra indiciariamente, corresponde al juez de tutela determinar si en efecto se configura dicha vulneración. Ello se desprende de la especial función asignada al juez de garantizar los derechos fundamentales.”


�[7] “La acción de tutela procede sólo para proteger el mínimo vital  del accionante, esto es, “para evitar que el trabajador sufra una situación crítica económica y psicológica”, sentencias SU-342 de 1995, T-019 de 1997, T-081 de 1997, T-261 de 1997.


�[8] Corte Constitucional, Sentencia T-683 de 2001, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra: “En efecto, si hay elementos de juicio que indican que el trabajador tiene otros ingresos que le permiten subsistir dignamente sin el salario, la tutela no puede prosperar.” (subrayas fuera de texto)


�[9] Corte Constitucional, Sentencia T-035 de 2001, M.P. Cristina Pardo Schlesinger.


� Como se ha dicho por esta Corporación en reiteradas ocasiones la acción de tutela no tiene término de caducidad para su ejercicio; pero, también se ha manifestado que esta debe ser presentada dentro de un término razonable que permita al juez de tutela valorar la oportunidad y procedencia de la protección solicitada ante la vulneración de derechos fundamentales para la protección urgente e inmediata de éstos.  Consultar en este sentido las sentencias  T-01 de 1992, SU-961 de 1999, T-105 2002, T-728 de 2003, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, T-728 de 2003, T-764 de 2003. 


� Sentencia T-633 de 2004, M. P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra
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